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Recomendación: 

04/2024 

Expediente: CODHEY D.T. 09/2019. 

Quejoso: C. Q1 

Agraviado: C. A1 

Derechos Humanos Vulnerados: 
• Derecho a la Libertad Personal.
• Derecho a la Legalidad y Seguridad 

Jurídica.

Autoridad Responsable: Servidores 
Públicos dependientes del H. Ayuntamiento 
de Chacsinkín, Yucatán. 

Recomendación dirigida al: C. Presidente 
Municipal de Chacsinkín, Yucatán. 

Mérida, Yucatán, a veintinueve de abril del año dos mil veinticuatro. 

Atento el estado que guarda el expediente CODHEY D.T. 09/2019, relativo a la queja 
interpuesta por la ciudadana Q1, en agravio de A1, por presuntos hechos violatorios a 
derechos humanos atribuibles a Servidores Públicos dependientes del H. Ayuntamiento 
de Chacsinkín, Yucatán, y no habiendo diligencias pendientes por realizar, con fundamento 
en los artículos 85, 87, 88, 89, de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Yucatán, así como de los numerales 116 fracción I, 117 y 118 de su Reglamento Interno 
vigente, se procede a emitir resolución definitiva en el presente asunto, al tenor siguiente: 

COMPETENCIA

La competencia de esta Comisión está determinada en el artículo 102 apartado B de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, este Organismo forma parte del 
conjunto institucional del Estado mexicano de salvaguarda de los Derechos Humanos de las 
personas que se encuentran en el Estado de Yucatán. A nivel local, el artículo 74 de la 
Constitución Política del Estado de Yucatán, establece que la CODHEY es la encargada de la 
protección, defensa, estudio, promoción y divulgación de los Derechos Humanos. Así pues, le 
corresponde a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán establecer como 
resultado de su procedimiento de investigación de quejas, si existe violación de los derechos 
humanos y la responsabilidad por parte de las autoridades del Estado.  
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Por lo que, con fundamento en los artículos antes invocados, así como en los artículos 71 de 
la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado, vigente en la época de los hechos; 
10, 11, 116, fracción I2  y demás aplicables de su Reglamento Interno vigente, y de la resolución 
A/RES/48/134 de 20 de diciembre de 1993, de los denominados Principios de París3, este 
Organismo tiene competencia, por las razones que a continuación se mencionan: 
 
En razón de la materia —ratione materia—, ya que esta Comisión acreditó diversas violaciones 
a los derechos humanos, específicamente el Derecho a la Libertad Personal y a la Legalidad 
y Seguridad Jurídica. 
 
En razón de la persona —ratione personae— ya que las violaciones acreditadas son atribuibles 
a Servidores Públicos dependientes del H. Ayuntamiento de Chacsinkín, Yucatán. 
 
En razón del lugar —ratione loci—, porque los hechos ocurrieron en el Estado de Yucatán, y;  
 
En razón de tiempo —ratione temporis—, en virtud de que los hechos violatorios de derechos 
humanos sucedieron con posterioridad a la fecha de creación de este Organismo, y se 
encuentran por lo tanto dentro del marco temporal que permite a los peticionarios presentar 
sus quejas ante esta Comisión. 
 

 

DESCRIPCIÓN DE HECHOS 
 

ÚNICO: Acta circunstanciada de fecha ocho de febrero de dos mil diecinueve, levantada 
por personal de este Organismo, en la que se hizo constar la comparecencia de la ciudadana 
Q1, mediante el cual interpuso queja en agravio de su hija A1, contra elementos de la Dirección 
de Seguridad Pública del municipio de Chacsinkín, Yucatán, manifestando lo siguiente: "…el 

 
1 El artículo 7 dispone que “la comisión tendrá competencia para conocer en todo el territorio del Estado de Yucatán, de oficio 
o a petición de parte, quejas por presuntas violaciones a los derechos humanos, por actos u omisiones de cualquier naturaleza 
imputables a las autoridades o servidores públicos. En los términos de esta ley, solo podrán admitirse o conocerse quejas o 
inconformidades contra actos u omisiones de autoridades judiciales estatales, cuando tengan carácter administrativo. La 
comisión por ningún motivo podrá examinar cuestiones jurisdiccionales de fondo". 
2 De acuerdo con el artículo 10, “Para los efectos del artículo 7 de la Ley, la Comisión tendrá competencia en todo el territorio 
del estado para conocer de las quejas relacionadas con presuntas violaciones a los derechos humanos, cuando éstas fueren 
imputadas a autoridades y servidores públicos de carácter  estatal o de los municipios de la entidad, salvo de los actos del 
Poder Judicial del Estado, caso en el cual, sólo tendrá facultades para conocer de actos u omisiones que tengan el carácter 
de trámite administrativo." Asimismo, el artículo 11 establece: “Para los efectos del artículo 7 y 10 fracción II de la Ley, se 
entiende por actos u omisiones de cualquier naturaleza imputables a autoridades o servidores públicos estatales o 
municipales, los que provengan de cualquier dependencia, institución u organismos de cualquiera de los poderes públicos del 
Estado, con la limitación establecida en el artículo 10 de este Reglamento o de cualquiera de los municipios del mismo, y en 
el caso de la administración pública estatal o municipal, sea que se trate de órganos de la administración centralizada, 
paraestatal o paramunicipal, y los organismos públicos autónomos estatales." Por su parte, el artículo 116, fracción I, señala: 
“Los expedientes de queja que hubieren sido abiertos podrán ser concluidos por: I.- Haberse dictado la Recomendación 
correspondiente, quedando abierto el caso exclusivamente para los efectos del seguimiento de la Recomendación;…" 
3Principios relativos al estatuto y funcionamiento de las instituciones nacionales de protección y promoción de los derechos 
humanos (Principios de París), que establece como responsabilidad de los organismos nacionales de protección de derechos 
humanos la promoción y defensa de los derechos de las personas de acuerdo con el derecho internacional de la materia 
(Apartado A, punto 3, inciso b). 
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día miércoles treinta de enero del año en curso, alrededor de las 9:00 am mi hija de nombre 
A1 de (…) años de edad fue detenida por la policía Municipal de Chacsinkín, Yucatán, al ser 
acusada ante la Policía Municipal de haber difamado a los señores de nombre C1 y C2 siendo 
el motivo de mi inconformidad que mi hija presenta un retraso mental y epilepsia y al momento 
de ser detenida no se nos informó en el debido momento, ella se encontraba en el interior de 
una tienda de nombre (…) ubicada en la (…), siendo su propietario un señor al que únicamente 
conocemos como don (…), en dicha tienda es donde la policía municipal de Chacsinkín entró 
y detuvo a mi hija sin que se nos informara ni antes, ni posterior a la detención, yo me enteré 
cuando mi otra hija menor de edad quien salió de la escuela, al pasar por la tienda donde 
detuvieron a mi hija, una compañera le dijo "anda a avisar a tu mamá, de que la policía ya llevó 
a tu hermana" refiriéndose a mi hija A1, cuando mi hija llegó a mi casa y me dio la noticia, acudí 
a la comandancia y un policía del sexo femenino fue quien me atendió, le pregunté porque 
habían detenido a mi hija y sí me hubieran avisado yo iba para resolver el problema de mi hija, 
ya que por el padecimiento que tiene mi hija no cuenta con la capacidad suficiente ni conciencia 
de saber qué es lo que hace, pero no me informaron y solo porque de forma casual mi hija 
pasó por ese lugar fue que yo me enteré, la policía me trató de una forma muy prepotente que 
aunque mi hija tuviera 19 años a ellos no les importaba su condición mental, me permitieron 
pasar a verla y cuando vi a mi hija estaba en una celda la cual es para hombres, en un estado 
desagradable y poco higiénico, mi hija se encontraba muy alterada y conforme pasaba el 
tiempo se alteraba todavía más, le llevé su comida como a las 11:30 de la mañana y cuando 
la vi, ella ya se estaba jalando el cabello, la trataba de tocar para tranquilizarla pero no me 
hacía caso, diciendo palabras incoherentes, entonces al verla por los policías me dijeron que 
no me preocupe que ya va salir libre. Sin embargo; el comandante me dijo que hasta que 
viniera la señora que la demandó para que lleguen a un acuerdo, le dije que no debe demorar 
porque mi hija cada vez se ponía peor de salud, se tomaron el tiempo y le preguntaba al 
comandante a qué hora viene la quejosa, pero me decía que hasta que la señora se desocupe. 
Así dieron las 17:00 pm cuando mi esposo de nombre C3 llegó a la comandancia y ya mi hija 
se encontraba en la comandancia fuera de las celdas y le dijeron que ya se había firmado un 
acta, esto sin mi presencia ni la de mi esposo, mi esposo le preguntó a mi hija que fue lo que 
hizo, y el policía me dijo que amenazó a los señores C1 y C2, y entonces le dije que iba a 
esperar a los quejosos para que firmen el acta, pero fue cuando me informaron que mi hija ya 
firmó el acta, lo cual me enojó y le dije porque no me esperaron, respondiéndome el policía 
que sí no estoy contenta con que salga mi hija, me pidió que yo firmara el acta o de lo contrario 
la volvía a meter la celda, ya que no debe salir si no que debería pasar las 36 horas detenida, 
la señora C1, desde afuera, gritaba que no estaba conforme con que mi hija saliera, pero el 
policía le dijo que tiene que salir porque no estaba bien de salud, al final de cuentas firmé al 
acta y firmamos para que mi hija salga libre. Así mismo, hago del conocimiento que con la 
señora C1 y C2 he tenido varios problemas desde hace unos años atrás, he acudido con el 
presidente Municipal de Chacsinkín para que solucione el problema, pero este hace caso 
omiso, lo señores de manera constante van a mi domicilio para ofendernos, para provocarnos 
y responderles de la misma manera, luego son ellos los que llaman a la policía para decir que 
nosotros los molestamos cuando ellos están en la puerta de mi casa, al no resolver nada el 
Presidente Municipal de Chacsinkín, acudí a la Fiscalía Investigadora de Tekax, para buscar 
una solución al conflicto y comparecieron los señores pero estos no cumplieron con el acuerdo 
ya que nos han vuelto a molestar después de ese convenio, acudí de nuevo a la comandancia 
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pero siempre le favorecen por haber apoyado de forma muy abierta en tiempos electorales al 
actual presidente Municipal de Chacsinkín, quien siempre los ha favorecido, tal y como pasó 
esta vez, que por acusación de la señora C1 y C2 fueron a detener a mi hija en una tienda sin 
que ella haya cometido algún hecho que amerite la detención; por los problemas anteriores y 
por falta de cumplimiento al convenio suscrito en la Fiscalía la volvieron a citar ante dicha 
autoridad para el día 11 de febrero del año en curso, ya que no queremos que nos siga 
molestando, por nuestra parte hemos cumplido con el acuerdo pero esos señores no. A partir 
de esa detención, mi hija ha sufrido varios trastornos mentales, quedó traumada, no quiere 
hacer nada, no quiere salir porque piensa que la van a volver a detener y temo por su estado 
de salud incluso el dos de febrero la llevé al doctor porque su presión arterial le había subido, 
presentando 150/90…". 
 

 

EVIDENCIAS 
 

1.-  Acta circunstanciada de fecha ocho de febrero de dos mil diecinueve, levantada por 
personal de este Organismo, en la que se hizo constar la comparecencia de la ciudadana 
Q1, mediante el cual interpuso queja en agravio de su hija A1, contra elementos de la 
Dirección de Seguridad Pública del municipio de Chacsinkín, Yucatán, misma que fue 
transcrita en el punto ÚNICO del apartado de Descripción de Hechos de la presente 
resolución.  

 
2.-  Oficio sin número de diecinueve de marzo de dos mil diecinueve, suscrito por el 

Director de la Policía Municipal de Chacsinkín, Yucatán, mediante el cual rinde su informe 
de ley, y en relación a los hechos esgrimidos en el escrito de queja, refirió lo siguiente: 
"…es totalmente falso lo manifestado por el quejoso en el sentido de que nunca fue privado 
ilegalmente de su libertad, así como es falso que fuera detenido, y en consecuencia es 
totalmente falso la presunta violación a los derechos humanos de la ciudadana A1, por lo 
tanto es evidente que no puede haber sido violación a sus derechos humanos. Por medio 
del presente informe hago de su conocimiento siendo las 12:13 horas del día 30 de enero 
de 2019 me encontraba en la comandancia municipal de la localidad de Chacsinkín, 
Yucatán en compañía de la policía tercero Noemí Uluac Uluac, cuando se presentó una 
persona del sexo femenino acompañada de una persona del sexo masculino el cual se 
identificaron con el nombre de C2 con (…) años de edad y C1 de (…) años de edad. Ambas 
personas llegaron con un disgusto el cual la ciudadana C1 menciona que interpondrá una 
queja en contra de la señora A1 de (…) años de edad, por difamación el cual la afectada 
es la señora C1 dicha señora menciona que A1 la ha estado difamando por redes sociales 
(mensajes de inbox) me entregó unas imágenes de forma digital (evidencias) donde la 
señora A1 en la cual en las imágenes se logra apreciar una conversación en donde el 
contenido hace mención que la señora C1 es una mala persona al igual que menciona que 
mató a su primer esposo, la ciudadana (…) comenta que los mensajes fueron mandados 
a C4 de (…) (novio de su hija). Siendo las 12:45 horas del día se procedió a localizar a la 
señorita A1 con la unidad 1347 a bordo de la compañera policía tercero Noemí Uluac Uluac 
y el policía tercero Edibaldo Agustín Canché Matú siendo localizada donde labora la 
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señorita A1 es en una tienda (…) ubicada en la calle 18 x 21 y 23 haciéndole una amable 
invitación para que acuda a la comandancia municipal para aclarar dicha queja, en ese 
momento, ella voluntariamente acude a la dirección de seguridad pública y tránsito de esta 
localidad, siendo aproximadamente las trece horas. Llegó a la comandancia se le invitó a 
la señorita a tomar asiento por lo consiguiente se procedió a avisar a su señora madre Q1 
con el policía tercero Edibaldo Agustín Canché Matú, al llegar a la comandancia se 
identificó con el nombre de Q1, quien dijo ser la madre de A1, ya estando en la 
comandancia solicitó que se llevara a la señorita A1 para la valoración médica debido a 
que se encontraba muy nerviosa y fue a eso de las 13:15 horas aproximadamente que se 
llevó con el doctor Rudy Edgar Chablé Mukul, […]. Siendo las 13:40 horas del día se 
regresó a la comandancia municipal de Chacsinkín, estando en audiencia contando con la 
presencia de la quejosa la señora C1P. acompañada de su señor esposo, la parte 
demandada la señorita A1 y su señora madre Q1, en mi presencia siendo yo el comandante 
en turno Roycer Francisco Chi Vazquez y dos policías terceros Noemí Uluac Uluac y 
Edibaldo Agustín Canché Matú, en el momento la señora le preguntó a A1 cuál es el motivo 
de que ella andaba divulgando una información y mandándole mensaje a C4 de 19 años y 
novio de su hija, donde le dice que la señora C1 mató a su primer esposo y que su hija 
estaba de acuerdo de lo que su mamá le hacía a su papá, de la cual A1 aceptó que es 
culpable de todo lo que se le acusa en ese momento, su señora madre aceptó de igual 
manera que su hija es culpable y que asumiera las consecuencias de su comportamiento 
esto es uno más de los varios problemas que tienen ya de mucho tiempo atrás, 
anteriormente tienen firmado un acta donde se especifica que daban por terminado todo 
tipo de problemas que tenían entre ambas personas. A1 empezó a llorar, de la cual la 
compañera policía la pasó a sentar en la parte trasera de la comandancia al aire libre para 
que se calmara pero ella no hacía caso y seguía llorando comportándose extrañamente, 
en ese momento la compañera policía Noemí Uluac Uluac me informó que la señorita A1 
se sentía mal, (que le duele a cabeza) en ese instante; opté por informarle a la parte 
demandante de la situación de la que se encontraba la señorita A1 y así ver la manera de 
llegar a un acuerdo y otorgarle el perdón por parte de la demandante C1.…". Se anexó el 
Informe Policial Homologado, en el que se pronuncia en términos similares. 

 
3.-  Acta circunstanciada de fecha catorce de mayo de dos mil diecinueve, levantada por 

personal de este Organismo, en la que consta la comparecencia de la ciudadana Noemí 
del Rosario Uluac Uluac, policía tercero del municipio de Chacsinkín, Yucatán, en la 
cual manifestó lo siguiente: "…Son totalmente falsos los hechos que refiere la que quejosa 
Q1, madre de la ciudadana A1, quien en relación a los hechos recuerdo que en fecha 
treinta de enero del año dos mil diecinueve, siendo aproximadamente las doce horas con 
treinta minutos, me encontraba de turno en la comandancia de la policía municipal de 
Chacsinkín, Yucatán, cuando se apersonó una persona del sexo femenino, quien interpuso 
una queja en contra de la ciudadana A1, por difamación hacia su persona y de la de su 
esposo, además solicito que se le invitara a la citada A1 a las instalaciones que ocupa la 
comandancia a fin de que arreglaran el asunto, por lo que es el caso que junto con mi 
compañero Edibaldo Agustín Canché Matú, nos dimos a la tarea de localizar a la citada 
A1, misma a la cual localizamos en el interior de su centro de trabajo el cual es una tienda 
de abarrotes denominado (...) ubicado sobre la calle (...) de dicha localidad, lugar a donde 
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al llegar nos identificamos ante una persona del sexo femenino, quien dijo responder al 
nombre de A1, a quien invitamos a presentarse a la comandancia de policía, toda vez que 
había una queja en su contra, una vez hecho esto, procedimos a retirarnos hacia nuestro 
centro de trabajo, lugar al cual al llegar, minutos después por su propio pie y voluntad se 
apersono la referida A1, y ante la persona que la había acusado de difamación, y ante la 
presencia del Director de Policía, se comenzó a dialogar para llegar a un acuerdo amistoso, 
pero en eso nos percatamos que la citada A1, comenzó a comportarse de forma extraña, 
ante tal situación se le procedió a dar aviso a su señora madre la ciudadana Q1, quien al 
llegar y al ver a su hija alterada, es que le pidió a su citada hija que firmara el convenio, ya 
que reconoció que su hija había sido responsable de las acusaciones, lo cual así hizo su 
citada hija, una vez hecho esto, y al ver que la ciudadana A1, seguía alterada es cuando 
su madre Q1 nos informa que su hija padece de patologías psiquiátricas, es cuando el 
director de policía solicita que sea valorada por el médico Rudy Chablé. Así mismo quiero 
manifestar que la ciudadana A1, durante su instancia en la comandancia de policía 
municipal, nunca se le dio ingreso a una celda, siempre estuvo en la sala de espera de la 
comandancia, al igual que nunca se le detuvo como refiere la quejosa, ya que por su propia 
voluntad y por su propio pie se presentó a la multicitada comandancia, y desde las 13:15 
horas y se retiró aproximadamente a las 15:30 horas…". 

 
4.-  Acta circunstanciada de fecha catorce de mayo de dos mil diecinueve, levantada por 

personal de este Organismo, en la que consta la comparecencia del ciudadano Edibaldo 
Agustín Canché Matú, policía tercero del municipio de Chacsinkín, Yucatán, en la 
cual manifestó lo siguiente: "…en fecha treinta de enero del año dos mil diecinueve, siendo 
aproximadamente las doce horas con treinta minutos, estando de turno en la comandancia 
de la policía municipal de Chacsinkín, Yucatán, es que se presenta  una  persona del sexo 
femenino, de quien no recuerdo su nombre en este momento, quien interpuso una queja 
en contra de otra persona de nombre A1, por difamación hacia su persona, y de la de su 
esposo, ante tal información es que nuestro director de policía pidió que localizáramos a 
la citada A1, y que le pidiéramos comparecer en las instalaciones de la  Comandancia, por 
lo que junto con mi compañera la policía municipal Noemí del Rosario Uluac, nos dimos a 
la tarea de localizar a la citada A1, en el interior de su centro de trabajo el cual es una 
tienda de abarrotes denominado (...) ubicado sobre la calle (...) de dicha localidad, lugar a 
donde al llegar nos identificamos ante una persona del sexo femenino, quien dijo responder 
al nombre de A1, a quien invitamos a presentarse a la comandancia de policía, toda vez 
que había una queja en su contra, seguidamente procedimos a retirarnos, es el caso que 
ya estando en la comandancia de la policía, se apernó de forma voluntaria la ciudadana 
A1, quien al estar tratando de llegar a un acuerdo con su contra parte, es que comienza 
comportarse de forma extraña, ante tal situación, es que procedimos a darle aviso a su 
señora madre de quien ignoro su nombre, quien al igual apersonarse y al ver el estado en 
que se encontraba su hija es que le pide que firme un escrito donde se compromete a no 
volver a meterse en problemas, a lo cual accedió su hija A1, misma que continuaba muy 
alterada, es que cuando madre indica que su citada hija antes mencionada padece de 
trastornos mentales. Y por último quiero agregar que la ciudadana A1, en ningún momento 
se le dio ingreso a una celda, y que tampoco de le detuvo como han hecho mención…". 
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5.-  Acta circunstanciada de fecha catorce de mayo de dos mil diecinueve, levantada por 
personal de este Organismo, en la que consta la comparecencia del ciudadano Roycer 
Francisco Chi Vázquez, Subdirector de la Policía Municipal de Chacsinkín, Yucatán, 
en la cual manifestó lo siguiente: "…Me afirmo y ratifico de mi Informe Policial Homologado 
de fecha de evento treinta de enero del año dos mil diecinueve, cuya firma que obra al 
calce del mismo la reconozco que fue puesta de mi puño y letra…". 

 
6.-  Acta circunstanciada de fecha veintinueve de junio de dos mil diecinueve, levantada 

por personal de este Organismo, en la que consta las entrevistas realizadas a diversas 
personas, entre la que destaca T1, en la que manifestó lo siguiente: "conoce de vista, 
trato y comunicación de la ciudadana A1, quien fue su compañera de trabajo en la tienda 
de abarrotes denominada (...), y recuerda que en fecha treinta de enero del año en curso, 
a eso de las 09:00 nueve horas, me encontraba laborando junto con mi compañera A1, en 
la tienda de abarrotes (...), cuando de pronto se apersonaron tres elementos policías 
municipales de Chacsinkín, Yucatán, siendo estos una del sexo femenino y dos del sexo 
masculino, siendo que la mujer policía, le dijo a A1, que la tenía que acompañar, a lo que 
le pregunté que cual era el motivo por el cual se le querían llevar, a lo que dicha mujer 
policía me contesto que no me metiera, seguidamente dicha mujer policía sujeto con fuerza 
del brazo a A1 y la obligo a salir, luego junto con los otros dos elementos policiacos la 
empujaron dentro de la unidad policiaca, y procedieron a retirarse rumbo a la cárcel 
municipal de esta localidad, ante tal situación es que se le hice del conocimiento de la 
hermanita menor de edad de A1, al día siguiente  se presentó a laborar como de costumbre 
A1 quien me manifestó que la detuvieron por una acusación en su contra y que la policía 
municipal de Chacsinkín la metió a  una celda, de donde la saco su madre Q1, en eso 
estábamos cuando me percaté de que A1, comenzó a sentirse mal al grado de que se 
desmayó, esto fue presenciado por mi madre la ciudadana (…), y por último quiero 
manifestar que por dicho motivo el dueño del lugar para el cual laboramos (...), despidió a 
A1, ya que según él no le gustan los problemas, no proporciono el nombre del propietario 
de dicha negociación ya que refirió que no va manifestar nada al respecto para evitarse 
problemas, siendo todo cuanto desea manifestar"; y la declaración de T2 que refirió lo 
siguiente: "si presenció los hechos (…), siendo aproximadamente las 09:00 nueve horas, 
se encontraba en el patio trasero de su domicilio, mismo predio cuya parte lateral colinda 
con la calle sobre la cual se encuentra ubicada la tienda de abarrotes denominado (...), 
lugar de cuyo interior vio como una mujer policía municipal Chacsinkín, Yucatán, saco a la 
fuerza a la ciudadana A1, percatándose además que la tenía sujetado con fuerza del brazo  
y con un empujón la metió a la unidad policiaca, una vez hecho esto, se retiraron con 
dirección a la comandancia de la policía municipal de este municipio, aclara que no se 
percató del número económico de dicha unidad policiaca e ignora el nombre de dicha 
elemento policiacos y de los compañeros de esta última mencionada, lo anterior lo 
manifiesta en razón de que no se le hace justo en la forma en que detuvieron a la ciudadana 
A1". 

 
7.-  Acta circunstanciada de fecha uno de agosto de dos mil diecinueve, levantada por 

personal de este Organismo, en la que consta las entrevistas realizadas a C1, en la que 
manifestó lo siguiente: "en fecha treinta de enero del año en curso, sin recordar la hora 
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exacta junto con su pareja sentimental se constituyeron a la Comandancia de la Policía 
Municipal de Chacsinkín, Yucatán, a fin de levantar una acusación en contra de la 
ciudadana A1, por difamaciones que estuvo haciendo en su contra, ante tal acusación es 
que estando en la citada Comandancia de Policía, es que se percató que a las puertas de 
dicha comandancia se estacionó una patrulla de la citada corporación policiaca con 
elementos de la misma, y junto con ellos vi que se bajó de la multicitada unidad policiaca 
la ciudadana A1, a quien momentos antes había acusado por difamación, transcurrido un 
tiempo, el cual no puedo precisar, se presentó a la Comandancia la madre de esta última 
mencionada de nombre Q1, con quienes firmamos ante dicha autoridad un convenio para 
que la referida A1, ya no vuelva a meterse conmigo, siendo que hasta la presente fecha 
no han cumplido". 

 
8.-  Oficio sin número de fecha siete de octubre del año dos mil diecinueve, suscrito por el 

Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de la Localidad de Chacsinkin, 
Yucatán, de cuyo contenido se lee lo siguiente: “…en ningún momento fueron violados los 
derechos humanos de la quejosa, ya que no se realizó detención arbitraria alguna, ni 
mucho menos se le encerró en una cárcel pública municipal, únicamente se le invitó a 
comparecer a la Comandancia Municipal a llegar un arreglo conciliatorio con la ciudadana 
C1. con la quien tuvo un problema en la Localidad”. Se anexa copia simple del acta o 
convenio levantado de fecha treinta de enero del año dos mil diecinueve, mismo que señala 
lo siguiente: “…siendo las 12:30 del mediodía, estando en la Comandancia Municipal, 
estando en audiencia, compareció la señora C1. de (…) años de edad […] compareciendo 
en contra de A1 de (…) años de edad […] con el fin de dar por terminado todo tipo de 
disgustos y problemas entre ellas. Cláusulas: 1.- No se volverá a meter en su vida de la 
señora C1. 2.- No volver a agredir ni física y verbalmente. 3.- Dando la circunstancia de no 
cumplir con ninguna de estas cláusulas, será turnada al Ministerio Público. 4.- Cualquier 
cosa que le pase a la señora C1 por parte de una amenaza por la señora Q1 será turnada 
de (ilegible). Firman el acta C1., A1, Roycer Francisco Chí Vázquez y otra firma ilegible”. 

 
 

DESCRIPCIÓN DE LA SITUACIÓN JURÍDICA 
 

Del análisis efectuado por este Organismo a todas y cada una de las constancias que integran 
el expediente que ahora se resuelve, se tiene que la ciudadana A1, sufrió violaciones a sus 
derechos humanos por parte de Servidores Públicos dependientes del H. Ayuntamiento 
de Chacsinkín, Yucatán, su Derecho a la Libertad Personal, en las modalidades de 
detención y retención ilegal; y el Derecho a la Legalidad y a la Seguridad Jurídica, por el 
ejercicio indebido de la función pública. 
 
En primer lugar, se acreditó la vulneración al Derecho a la Libertad Personal, en su 
modalidad de detención y retención ilegal, en agravio de la ciudadana A1, en virtud de que 
a las nueve horas del día treinta de enero de dos mil diecinueve, mientras laboraba en una 
tienda de abarrotes, fue detenida por elementos de la Policía Municipal de Chacsinkín, 
Yucatán y trasladada a la Comandancia Municipal, donde la tuvieron retenida hasta que 
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firmó un convenio carente de legalidad, siendo que no se acreditó la existencia de alguna 
orden de autoridad competente, o en su caso, que hayan cometido un delito flagrante o alguna 
infracción de los reglamentos gubernativos o de policía, tal y como se abordará en el capítulo 
de observaciones de la presente resolución. 
 
El Derecho a la Libertad comprende dos ámbitos importantes de estudio, uno que considera 
a la libertad de acción con sus distintas modalidades, y otro, relativo a la Libertad Personal, 
que se encuentra estrechamente vinculado con el Derecho de Legalidad, y comprende dentro 
de sus modalidades, las relacionadas con el Derecho a la Libertad de los inculpados y de los 
procesados. 
 
Es la prerrogativa de todo ser humano de realizar u omitir cualquier conducta, sin más 
restricciones que las establecidas por el Derecho, sin coacción, ni subordinación.4 
 
El Derecho a la Libertad Personal se define como el derecho de todo ser humano que le 
garantiza la posibilidad de llevar a cabo acciones o actos a favor de su desarrollo y bienestar, 
sin transgredir el derecho de los demás y sólo con los límites que la ley marca sin coacción ni 
subordinación. 
 
Bajo esta tesitura, por Detención Ilegal debe entenderse la prerrogativa de todo ser humano, 
a no ser privado de la libertad personal sino por las causas, casos o circunstancias 
expresamente tipificadas en la ley (aspecto material), pero, además, con estricta sujeción a los 
procedimientos objetivamente definidos por la misma (aspecto formal).5 
 
La Retención Ilegal puede ser entendida como el derecho de toda persona privada de su 
libertad a no ser retenida más allá de los plazos establecidos legalmente.6 
 
Este derecho se encuentra protegido en los siguientes ordenamientos legales: 
 
El artículo 14 párrafo segundo, el artículo 16 párrafo primero y el artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente en la época de los 
hechos, que a la letra señalan:  
 

"Artículo 14.- […] Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales 
del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al 
hecho." 
 

 
4 Soberanes Fernández J. L. Manual para la Calificación de Hechos Violatorios de los Derechos Humanos. Ed. Porrúa México. 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Segunda Edición. México. P. 177. 
5 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gangaram Panday Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C No.16, párrafo 47. 
6 Catálogo para la calificación de violaciones a derechos humanos de Tlaxcala. pág. 25 
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"Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento". 

 
"Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a 
las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio 
de esta función. El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al 
Ministerio Público. La ley determinará los casos en que los particulares podrán 
ejercer la acción penal ante la autoridad judicial. La imposición de las penas, su 
modificación y duración son propias y exclusivas de la autoridad judicial. Compete 
a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones 
de los reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente consistirán 
en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor de la 
comunidad; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, 
se permutará esta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún 
caso de treinta y seis horas…".  

 
De igual forma, en el artículo 77 fracción VII de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, que sostiene: 
 

"Artículo 77.- La policía, en términos de lo dispuesto en el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, en sus respectivos ámbitos de competencia, tendrá las 
siguientes funciones: 
 
(…) VII. Poner a disposición de las autoridades competentes, sin demora alguna, a 
las personas detenidas y los bienes que se encuentren bajo su custodia, 
observando en todo momento el cumplimiento de los plazos constitucionales 
y legales establecidos". 

 
Asi mismo, en el artículo 219 fracción IX de la Ley de Gobierno de los Municipios del 
Estado de Yucatán, que establece:  
 

"Artículo 219.- A los servidores públicos municipales, les está prohibido: 
 
IX.- Imponer sanciones administrativas, por violaciones a los reglamentos 
municipales, que excedan de los límites a que se refiere el Artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos". 

 
De igual manera, el artículo 3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, que 
señala:  
 

Artículo 3.- "Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la Seguridad 
de su persona."  

 



 

RECOMENDACIÓN 04/2024 
 

 
www.codhey.org 

codhey@prodigy.net.mx 

En los artículos I y XXV de la Declaración Americana de los Deberes y Derechos del 
Hombre prevén: 
 

I.- "Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la Seguridad de su 
persona."  
 
XXV.- "Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas 
establecidas por leyes preexistentes."  

 
Asimismo, el artículo 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, menciona:  
 

9.1. "Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie 
podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su 
libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento 
establecido en ésta."  

 
También, los preceptos 7.1 y 7.2 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos 
establecen:  
 

7.1.- "Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales". 
 
7.2.- "Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados 
Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas."  

 
De igual manera, los Principios 2 y 4 del Conjunto de Principios para la Protección de 
todas las Personas sometidas a cualquier forma de Detención o Prisión, que señalan: 
  

Principio 2. "El arresto, la detención o la prisión sólo se llevarán a cabo en estricto 
cumplimiento de la ley y por funcionarios competentes o personas autorizadas para 
ese fin".  
 
Principio 4. "Toda forma de detención o prisión y todas las medidas que afectan a 
los derechos humanos de las personas sometidas a cualquier forma de detención o 
prisión deberán ser ordenadas por un juez u otra autoridad, o quedar sujetas a la 
fiscalización efectiva de un juez u otra autoridad". 

 
De igual forma, los Principios III, IV y VI del documento denominado Principios y Buenas 
Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, que 
establecen:  
 

Principio III.- "1. Principio básico. Toda persona tendrá derecho a la libertad 
personal y a ser protegida contra todo tipo de privación de libertad ilegal o arbitraria. 
La ley prohibirá, en toda circunstancia, la incomunicación coactiva de personas 
privadas de libertad y la privación de libertad secreta, por constituir formas de 
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tratamiento cruel e inhumano. Las personas privadas de libertad sólo serán 
recluidas en lugares de privación de libertad oficialmente reconocidos". 
 
Principio IV.- "Nadie podrá ser privado de su libertad física, salvo por las causas y 
en las condiciones establecidas con anterioridad por el derecho interno, toda vez 
que sean compatibles con las normas del derecho internacional de los derechos 
humanos. Las órdenes de privación de libertad deberán ser emitidas por autoridad 
competente a través de resolución debidamente motivada"  
 
Principio VI.- "El control de legalidad de los actos de la administración pública que 
afecten o pudieren afectar derechos, garantías o beneficios reconocidos en favor de 
las personas privadas de libertad, así como el control judicial de las condiciones de 
privación de libertad y la supervisión de la ejecución o cumplimiento de las penas, 
deberá ser periódico y estar a cargo de jueces y tribunales competentes, 
independientes e imparciales". 

 
De igual forma, se dice que existió transgresión al Derecho a la Legalidad y Seguridad 
Jurídica, por el Ejercicio Indebido de la Función Pública, en agravio de la ciudadana A1, 
por parte de los mismos servidores públicos responsables, en virtud de que al privarla de su 
libertad más allá de los plazos establecidos legalmente y sin definir su situación jurídica 
asumieron funciones permitidas solo al Ministerio Público, vulneraron el irrestricto respeto de 
varios ordenamientos jurídicos, de las cuales destacan el artículo 14 párrafo segundo, el 
artículo 16 párrafo primero y el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el artículo 77 fracción VII de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, el artículo 219 fracción IX de la Ley de Gobierno de los Municipios 
del Estado de Yucatán, los cuales ya fueron referidos con antelación. 
 
Adicionalmente, se transgredió por parte de dichos servidores públicos el artículo 7 de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, fracción I, que establece: 
 

"Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán en el desempeño de su empleo, 
cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, 
honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y 
eficiencia que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos 
principios, los Servidores Públicos observarán las siguientes directrices: I. Actuar 
conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas les 
atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las 
disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones". 

 
El artículo 7 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Yucatán, que 
señala: 
 

"Artículo 7. Para efecto de la observancia a que hace referencia la Ley General, 
los servidores públicos estarán obligados a salvaguardar en el ejercicio de su 
empleo, cargo, comisión o función los siguientes principios: 



 

RECOMENDACIÓN 04/2024 
 

 
www.codhey.org 

codhey@prodigy.net.mx 

I. Disciplina: Cumplir con su deber ajustándose a las políticas y normas del ente 
público del Estado, estando sujeto a las acciones de las autoridades competentes 
en caso de inobservancia de sus obligaciones; 
 
II. Economía: Ejercer los recursos presupuestales asignados asegurando las 
mejores condiciones para el Estado, conforme a los precios de mercado;  
 
III. Eficacia: Lograr los objetivos y metas programadas en el respectivo ámbito de 
su competencia.  
 
IV. Eficiencia: Ejercer sus facultades o atribuciones de manera efectiva, no sujeta 
a mayores condicionantes que las que establece la normatividad aplicable y 
absteniéndose de cualquier acción u omisión que cause la suspensión o deficiencia 
de la función que le sea encomendada o el aumento significativo de los costos 
proyectados; 

 
V. Honradez: Observar una conducta ética y abstenerse de obtener, para sí o para 
las personas a que se refiere el artículo 54 de la presente Ley, provechos indebidos 
o cualquier tipo de beneficio que no forme parte de su remuneración;  
 
VI. Imparcialidad: Mantenerse ajenos a los intereses personales, familiares, de 
trabajo, de negocios, o cualquier otro que afecten la objetividad, adoptando en sus 
actos y resoluciones criterios que privilegien el mejor derecho;  
 
VII. Integridad: Ejercer la función pública conforme a lo dispuesto en el Código de 
Ética y prevención de conflictos de intereses respectivos;  
 
VIII. Lealtad: Ejercer la función pública con el mayor empeño, absteniéndose de 
representar intereses contrarios al Estado o cualquiera de sus componentes, y 
cualquier acto u omisión que generen un daño a aquel;  
 
IX. Legalidad: Observar durante el ejercicio de su empleo, cargo o comisión las 
Constituciones Federal y del Estado, las Leyes, los reglamentos y demás 
disposiciones de observancia general, así como fundar y motivar los actos de 
autoridad que representen actos de molestia y privativos a las personas a las que 
se encuentren dirigidos;  
 
X. Objetividad: Adoptar una actitud crítica imparcial apoyado en datos y situaciones 
reales, despojada de prejuicios y apartada de intereses para concluir sobre hechos 
o conductas;  
 
XI. Profesionalismo: Ejercer de manera responsable la función pública, con la 
debida capacidad y aplicación, y cumpliendo con los requisitos aplicables al ejercicio 
del empleo, cargo o comisión respectivo;  
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XII. Rendición de cuentas: Capacidad de explicar y documentar el sentido de las 
decisiones tomadas o de cualquier acto, derivado de las competencias, facultades 
o funciones de sujetos en ejercicio de la función pública y sus resultados, y  
 
XIII. Transparencia: Ajustar su conducta al derecho que tiene la sociedad de estar 
informada sobre su actividad institucional, sin más límites que los que impongan las 
disposiciones normativas aplicables". 

 
Y los artículos 1 y 2 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de hacer 
cumplir la Ley, que establecen:  
 

"Artículo 1.- Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley cumplirán 
en todo momento los deberes que les impone la ley, sirviendo a su comunidad 
y protegiendo a todas las personas contra actos ilegales, en consonancia con el alto 
grado de responsabilidad exigido por su profesión". 
 
"Artículo 2.- En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana, y 
mantendrán y defenderán los Derechos Humanos de todas las personas". 

 

 

OBSERVACIONES 
 

De conformidad con el artículo 81 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Yucatán, al ser valoradas bajo los principios de la lógica, experiencia, sana crítica 
y legalidad, todas y cada una de las evidencias que obran en el expediente CODHEY DT 
9/2019, se tiene que la ciudadana A1 sufrió violaciones a sus derechos humanos por parte de 
Servidores Públicos dependientes del H. Ayuntamiento de Chacsinkín, Yucatán. 
 
En primer lugar, del escrito de queja presentado por la madre de A1, se tiene que el día treinta 
de enero del año dos mil diecinueve, alrededor de las nueve de la mañana, la agraviada se 
encontraba laborando en una tienda de abarrotes del municipio de Chacsinkín, Yucatán, 
cuando en ese momento, se apersonaron al lugar elementos de la policía municipal quienes 
ingresaron al establecimiento, para sujetarla y abordarla a una unidad, a efecto de llevarla a la 
comandancia municipal, lo anterior, para solucionar un conflicto que había tenido con una 
pareja desde años atrás, posteriormente su madre acudió a la cabecera municipal y después 
de enterarse que su hija era acusada de difamar a C1 y C2 dialogó con los involucrados en 
ese asunto y tuvieron que firmar un supuesto convenio para que pudieran retirarse de ahí, 
pues manifestó que su hija sufrió de crisis nerviosas durante el tiempo que permaneció 
retenida. 
 
De los anteriores hechos, se corrió traslado a la autoridad municipal, siendo que, en fecha 
diecinueve de marzo de dos mil diecinueve, el Director de la Policía Municipal de 
Chacsinkín, Yucatán, rindió su informe de ley, manifestando en esencia que el día de los 
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hechos, una persona del sexo femenino acudió a presentar una queja en contra de la agraviada 
por difamación hacia ella y su esposo, solicitando que los elementos le invitaran a las 
instalaciones de la comandancia para que arreglaran dicho asunto. Por tal motivo, los 
elementos procedieron a la búsqueda de citada A1, localizándola en la tienda de abarrotes el 
(...), lugar donde, después de identificarse, invitaron a la agraviada a que se presentara en la 
comandancia de la policía municipal ya que había una queja en su contra; posteriormente se 
retiraron del lugar, manifestando que la quejosa había llegado tiempo después por su propio 
pie. 
 
Sin embargo, contrario a lo que adujo la autoridad municipal responsable, la agraviada no fue 
invitada a acudir a la Comandancia municipal ni acudió por voluntad propia, sino que fue 
trasladada en calidad de detenida, se afirma lo anterior, pues de las evidencias que obran 
en el expediente de queja se encuentra la declaración de T1, quien manifestó ante personal 
de este organismo que el día de los hechos estaba trabajando con su compañera A1 en la 
tienda de abarrotes denominada (...), y que al alrededor de las nueve de la mañana se 
apersonaron tres elementos de la policía municipal, una del sexo femenino y dos del sexo 
masculino, quienes sujetaron del brazo a la agraviada y la empujaron dentro de la unidad de 
policía, retirándose después del lugar. 
 
Asimismo, se tiene la declaración de T2 quien refirió ante personal de este organismo que 
presenció los hechos y que aquel día alrededor de las nueve de la mañana se encontraba en 
el patio trasero de su domicilio el cual colinda con el predio donde está establecida la tienda 
de abarrotes (...) y vio como una mujer de la policía municipal Chacsinkín, Yucatán, saco a la 
fuerza a la ciudadana A1, percatándose además que la tenía sujetada con fuerza del brazo y 
con un empujón la metió a la unidad policiaca, para después retirarse del lugar. 
 
En efecto, los motivos y fundamentos expuestos por la autoridad son insuficientes para 
acreditar la legalidad de dicha detención, pues no satisface los supuestos normativos 
contemplados en el artículo 146 del Código Nacional de Procedimientos Penales, mismos 
que señalan lo siguiente: 
 
 

"Artículo 146. Se podrá detener a una persona sin orden judicial en caso de 
flagrancia. Se entiende que hay flagrancia cuando: 
 
I. La persona es detenida en el momento de estar cometiendo un delito, o  
 
II. Inmediatamente después de cometerlo es detenida, en virtud de que:  
a) Es sorprendida cometiendo el delito y es perseguida material e 
ininterrumpidamente, o  
b) Cuando la persona sea señalada por la víctima u ofendido, algún testigo 
presencial de los hechos o quien hubiere intervenido con ella en la comisión del 
delito y cuando tenga en su poder instrumentos, objetos, productos del delito o se 
cuente con información o indicios que hagan presumir fundadamente que intervino 
en el mismo.  
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Para los efectos de la fracción II, inciso b), de este precepto, se considera que la 
persona ha sido detenida en flagrancia por señalamiento, siempre y cuando, 
inmediatamente después de cometer el delito no se haya interrumpido su búsqueda 
o localización". 

 
Esto es, de las declaraciones de los testigos que observaron los hechos, vinculadas con la 
propia versión dada por la Autoridad Municipal, se pudo advertir que la detención de la 
ciudadana A1 no fue realizada en el momento de cometer un delito, tampoco que fuera 
perseguida inmediatamente después cometerlo, solo existió un señalamiento por parte de la 
señora C1 de que aquella la difamó a través de redes sociales, empero, no se encontraron 
indicios o mayores elementos de información que hicieran presumir fundadamente las 
condiciones que exige el artículo 146 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
convirtiendo dicha detención en ilegal. 
 
En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Gangaram 
Panday, distinguió dos aspectos respecto a la detención ilegal; uno material y otro formal sobre 
el artículo 7 de la Convención Americana, estableciendo que "(...) contiene como garantías 
específicas, descritas en sus incisos 2 y 3, la prohibición de detenciones o arrestos ilegales o 
arbitrarios, respectivamente. Según el primero de tales supuestos normativos, nadie puede 
verse privado de la libertad personal sino por las causas, casos o circunstancias expresamente 
tipificadas en la ley (aspecto material), pero, además, con estricta sujeción a los 
procedimientos objetivamente definidos por la misma (aspecto formal)". 
En este tenor, con relación a los hechos en estudio, esta Comisión de Derechos Humanos tuvo 
acreditado que se vulneró el derecho a la libertad personal de la ciudadana A1, en virtud de 
que en su detención no se cumplieron con las causas o condiciones establecidas en la 
Constitución y las leyes en la materia, para que la misma se pudiera efectuar, es decir, tal 
detención no derivó de mandamiento escrito fundado y motivado, ni emitido por autoridad 
judicial y tampoco se demostró que dicha detención se haya realizado en flagrancia o 
por una infracción a los Reglamentos gubernativos y de policía (aspecto material). 
Aunado a ello, se pudo constatar que en la detención que efectuó la Policía Municipal de 
Chacsinkín, no se garantizó que el procedimiento mismo de la detención haya sido conforme 
a lo establecido en la Ley (aspecto formal). 
 
En consecuencia, se llega a la conclusión de que en el caso sujeto a estudio, existió Detención 
Ilegal por parte de los elementos de la Policía Municipal responsable, en agravio de la 
quejosa, al ser detenida de forma ilegal, en transgresión a lo estatuido en el párrafo primero 
del numeral 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás 
ordenamientos ya señalados. 
 
Ahora bien, en relación a la retención de la ciudadana A1 se advierte que aun y cuando la 
autoridad responsable refirió que no estaba detenida, pues no se le había ingresado a una 
celda, de los datos que obran en el expediente de queja se advierte que la agraviada, si bien 
es cierto no ingresó físicamente al área de celdas, no obstante si estaba privada de su libertad, 
pues se le condicionó a firmar un convenio a través de su madre con la ciudadana C1, 
siendo evidente que no podía dejar el lugar en donde se encontraba y trasladarse a otro sitio 
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de manera voluntaria hasta que no firmara ese documento, configurándose una Retención 
Ilegal al permanecer privada de su libertad de forma ilegal.  
 
El artículo 21 de la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, en su párrafo 
cuarto señala: 
 

"…Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las 
infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente 
consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor de 
la comunidad; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se 
permutará esta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso 
de treinta y seis horas…".   

 
En armonía con dicho artículo, se encuentra el 219 fracción IX de la Ley de Gobierno de los 
Municipios del Estado de Yucatán, que establece:  
 

"Artículo 219.- A los servidores públicos municipales, les está prohibido: 
 
IX.- Imponer sanciones administrativas, por violaciones a los reglamentos 
municipales, que excedan de los límites a que se refiere el Artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos". 

 
De lo anterior, se advierte que la Autoridad Municipal retuvo ilegalmente a la agraviada, 
pues en caso de que hubiese considerado que su conducta era constitutiva de la comisión de 
un delito o acreedora a una sanción por la infracción de los reglamentos gubernativos y de 
policía, debió proceder conforme a las facultades que establece la propia Ley, por lo que se 
puede concluir que su actuación fue arbitraria, ya que como Representantes del Estado deben 
cubrir todos los requisitos, condiciones y elementos que exige la Constitución Política y demás 
leyes que de ella emanan, así como los previstos en los instrumentos internacionales suscritos 
y ratificados por el Estado mexicano, para que la afectación en la esfera jurídica de los 
particulares que en su caso genere sea jurídicamente valida, ya que el acto de autoridad debe 
estar debidamente fundado y motivado. Así, la restricción de un derecho debe ser utilizada 
estrictamente para los casos que lo ameriten a fin de garantizar el derecho a la seguridad 
jurídica de los gobernados, ya que su ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo 
en los casos y bajo las condiciones que la propia Constitución Política establece. 
 
En el mismo tenor, se dice que existió un ejercicio indebido de la función pública, por parte 
de los elementos adscritos a la Policía Municipal de Chacsinkín, Yucatán, al asumir 
funciones conferidas exclusivamente al Ministerio Público, al tratar de solucionar un hecho que 
posiblemente era constitutivo de un delito, ya que como se recordara la ciudadana C1 acusaba 
a la aquí agraviada de difamación a través de mensajes de texto, lo anterior se comprobó con 
su propia declaración y con lo manifestado por la autoridad responsable en su informe de ley. 
 
De lo anterior, se puede concluir que, si bien, las autoridades municipales recibieron la 
denuncia o queja de una ciudadana, no obstante las subsecuentes actuaciones escapaban de 
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su competencia, al determinar la responsabilidad, sanción y cumplimiento a través de un 
convenio en contra de la ciudadana A1 sobre los hechos planteados por la ciudadana C1 
Así pues, resulta claro que las autoridades municipales asumieron atribuciones que no le 
competían y que están otorgados exclusiva y constitucionalmente al Ministerio Público, de 
conformidad con los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y el artículo 62 de la Constitución Política del Estado de Yucatán, que a la 
letra señalan: 
 

"Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público 
y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el 
ejercicio de esta función". 
 
"Artículo 62. El Ministerio Público es la Institución única e indivisible que representa 
los intereses de la sociedad, y tiene por objeto dirigir la investigación de los 
hechos que la ley señale como delitos; ejercitar la acción penal ante los tribunales 
y adoptar medidas para proteger a las víctimas y testigos, conforme a lo previsto 
por las leyes correspondientes". 

 
En consonancia con ambos artículos, se encuentra el diverso 186 de la Ley de Gobierno de 
los Municipios del Estado de Yucatán, que resulta clara al respecto, al señalar que si en la 
detención de una persona por parte de la Autoridad Municipal, se advierta la probable comisión 
de un delito, se pondrá al presunto responsable inmediatamente a disposición del Ministerio 
Público.  
 

"Artículo 186.- Cuando se cometa alguna infracción que implique la detención del 
presunto infractor, éste será puesto inmediatamente a disposición de la autoridad 
competente quien determinará la sanción correspondiente, en los términos de esta 
Ley. Si además existiere la probable comisión de delitos, se pondrá 
inmediatamente a disposición del Ministerio Público". 

 
Así pues, resultan responsables de este ejercicio indebido de la función pública, los 
servidores públicos policías terceros Noemí del Rosario Uluac Uluac y Edibaldo Agustín 
Canché Matú, así como el subdirector Roycer Francisco Chi Vázquez, todos de la Policía 
Municipal de Chacsinkín, Yucatán, al promover prácticas, que si bien tienen apariencia de 
justas al intentar hacer llegar un arreglo entre las partes, lo cierto es que al no ser autoridades 
competentes para llevarlas a cabo, las mismas se vuelven arbitrarias, más aún cuando a una 
de las involucradas la tienen retenida. 
 
De todo lo analizado en el presente capítulo, se resuelve que la ciudadana A1, sufrieron 
violaciones a sus derechos humanos por parte de Servidores Públicos dependientes del H. 
Ayuntamiento de Chacsinkín, Yucatán; consistentes en el Derecho a la Libertad Personal, 
en sus modalidades de detención ilegal y retención ilegal y su Derecho a la Legalidad y 
a la Seguridad Jurídica, por un ejercicio indebido de la función pública.  
 
 



 

RECOMENDACIÓN 04/2024 
 

 
www.codhey.org 

codhey@prodigy.net.mx 

OTRAS CONSIDERACIONES. 
 
No resulta desapercibido que la ciudadana Q1 manifestó que su hija A1, presenta una 
discapacidad cognitiva intelectual y epilepsia, situándola en un grupo vulnerable ante la 
restricción o impedimento de realizar ciertas actividades que se considerarían normales para 
el ser humano, sin embargo, en la tramitación del expediente que nos ocupa, no quedó 
acreditada tal discapacidad y mucho menos el grado de la misma, para conocer la severidad 
de las limitaciones o impedimentos de la agraviada. Lo anterior, no deja en estado de 
indefensión jurídica a la interesada, puesto que con suma independencia si presenta o no 
alguna discapacidad, quedó definida la vulneración a sus derechos humanos a la Libertad 
Personal y a la Legalidad y Seguridad Jurídica, siendo responsables los elementos de la Policía 
Municipal de Chacsinkin, Yucatán. 
 
OBLIGACIÓN DE REPARAR EL DAÑO POR LA VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS. 
   
Cabe señalar, que una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano para lograr la 
reparación del daño consiste en plantear la reclamación ante el órgano competente. En tal 
virtud, al acreditarse violaciones a los derechos humanos atribuibles a servidores públicos del 
Estado, la Recomendación que se formule a la dependencia pública debe incluir las medidas 
que procedan para lograr la efectiva restitución del o los afectados en sus derechos 
fundamentales y las relativas a la reparación de los daños y perjuicios que se hubieran 
ocasionado, por lo cual es necesario que se realice la reparación conducente en los términos 
de ley, procurando que la víctima directa o sus familiares no enfrenten complejidades que 
signifiquen un impedimento u obstrucción a la satisfacción pronta de sus derechos. 
 
a).- Marco Constitucional  
 
Los artículos 1º párrafo tercero y 109 fracción III de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, vigente en la época de los hechos, establecen:  
 

"Artículo 1o. (…), (…), Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley…".  
 
"Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en 
responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: I. (…), 
II. (…), III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los 
actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o 
comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución 
e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de 
acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el 
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responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u 
omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de 
dichos actos u omisiones. (…) Los entes públicos estatales y municipales, así como 
del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, contarán con órganos internos 
de control, que tendrán, en su ámbito de competencia local, las atribuciones a que 
se refiere el párrafo anterior…". 

 
b).- Marco Internacional. 
 
El instrumento internacional denominado Principios y directrices básicos sobre el derecho 
de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones, aprobado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el día 16 de diciembre de 2005, establece "que una reparación adecuada, efectiva y 
rápida tiene por finalidad promover la justicia, remediando las violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del derecho 
internacional humanitario. La reparación ha de ser proporcional a la gravedad de las 
violaciones y al daño sufrido. Conforme a su derecho interno y a sus obligaciones jurídicas 
internacionales, los Estados concederán reparación a las víctimas por las acciones u 
omisiones que puedan atribuirse al Estado y constituyan violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional 
humanitario. Cuando se determine que una persona física o jurídica u otra entidad están 
obligadas a dar reparación a la víctima, la parte responsable deberá conceder reparación a la 
víctima o indemnizar al Estado si éste hubiera ya dado reparación a la víctima".  
 
Por otro lado, indica que "Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo 
en cuenta las circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la 
violación y a las circunstancias de cada caso, una reparación plena y efectiva, según se indica 
en los principios 19 a 23, en las formas siguientes: restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición". 
 
La restitución, siempre que sea posible, ha de devolver a la víctima a la situación anterior a 
la violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o la violación grave 
del derecho internacional humanitario. La restitución comprende, según corresponda, el 
restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la vida familiar 
y la ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo y la 
devolución de sus bienes. 
 
La indemnización ha de concederse, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la 
violación y a las circunstancias de cada caso, por todos los perjuicios económicamente 
evaluables que sean consecuencia de violaciones manifiestas de las normas internacionales 
de derechos humanos, tales como: a) El daño físico o mental; b) La pérdida de oportunidades, 
en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; c) Los daños materiales y la 
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pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; d) Los perjuicios morales; y e) Los gastos de 
asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios psicológicos y 
sociales. 
 
En cuanto a la Rehabilitación señala que ha de incluir la atención médica y psicológica, así 
como de servicios jurídicos y sociales. 
 
En relación a la satisfacción alude que ha de incluir, cuando sea pertinente y procedente, la 
totalidad o parte de las medidas siguientes: a) Medidas eficaces para conseguir la cesación de 
las violaciones continuadas; b) La verificación de los hechos y la revelación pública y completa 
de la verdad, en la medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la 
seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que 
han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones; c) La 
búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados y de 
los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver 
a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de su 
familia y comunidad; d) Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, 
la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; 
e) Una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de 
responsabilidades; f) La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los 
responsables de las violaciones; g) Conmemoraciones y homenajes a las víctimas; h) La 
inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en la enseñanza de las normas 
internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, así como en el 
material didáctico a todos los niveles. 
 
Las garantías de no repetición han de incluir, según proceda, la totalidad o parte de las 
medidas siguientes, que también contribuirán a la prevención: a) El ejercicio de un control 
efectivo de las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y de seguridad; b) La garantía de 
que todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a las normas internacionales 
relativas a las garantías procesales, la equidad y la imparcialidad; c) El fortalecimiento de la 
independencia del poder judicial; d) La protección de los profesionales del derecho, la salud y 
la asistencia sanitaria, la información y otros sectores conexos, así como de los defensores de 
los derechos humanos; e) La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los 
sectores de la sociedad respecto de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario y la capacitación en esta materia de los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad; f) La promoción de la observancia de 
los códigos de conducta y de las normas éticas, en particular las normas internacionales, por 
los funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuerzas de seguridad, los 
establecimientos penitenciarios, los medios de información, la salud, la psicología, los servicios 
sociales y las fuerzas armadas, además del personal de empresas comerciales; g) La 
promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver los conflictos sociales; h) 
La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves del derecho humanitario o las 
permitan. 
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La Convención Americana sobre Derechos Humanos, establece:  
 

"Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos.  
1.- Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos 
y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social". 
 
"Artículo 2. Deber de adoptar disposiciones de Derecho Interno.  
Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no 
estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas 
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 
libertades". 
 
"Artículo 63.  
1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su 
derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que 
se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la 
vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte 
lesionada". 

 
De lo anterior, resulta evidente que toda violación a derechos humanos genera hacia la víctima 
un derecho a la reparación del daño por parte del Estado, siendo además, que esta 
responsabilidad en materia de derechos humanos debe ser completa, integral y 
complementaria. 
 
Asimismo, conforme al artículo 27 de la Convención de Viena sobre el derecho de los Tratados, 
los Estados no pueden invocar su normatividad interna, o la falta de esta, para incumplir 
con obligaciones internacionalmente adquiridas. 
 
Además, no está por demás recordar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
el párrafo 127 del Caso de los "Niños de la Calle" (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala, 
Sentencia de 19 de noviembre 1999 (Fondo), señaló lo siguiente: 
 

"…Por otra parte, del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de 
las violaciones de los derechos humanos, o sus familiares, deben contar con 
amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en 
procura del esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como 
en busca de una debida reparación". 
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Lo anterior, deja en claro que las víctimas de las violaciones, tienen el derecho a participar en 
el proceso de reparación del daño, no sólo para el esclarecimiento de los hechos y que los 
responsables sean sancionados, sino también para obtener una debida reparación. 
 
c).- Marco Jurídico Mexicano. 
 
Así también, los artículos 1º párrafos tercero y cuarto, 7 fracción II, y 26 de la Ley General 
de Víctimas, vigente en la época de los hechos, prevén: 
 

"Artículo 1. (…), (…), La presente Ley obliga, en sus respectivas competencias, a 
las autoridades de todos los ámbitos de gobierno, y de sus poderes constitucionales, 
así como a cualquiera de sus oficinas, dependencias, organismos o instituciones 
públicas o privadas que velen por la protección de las víctimas, a proporcionar 
ayuda, asistencia o reparación integral. 
 
La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, 
compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 
individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será 
implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del 
hecho victimizante cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus 
derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante…". 
 
"Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son de carácter 
enunciativo y deberán ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la 
Constitución, los tratados y las leyes aplicables en materia de atención a víctimas, 
favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de sus derechos. Las 
víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos: I. (…) II. A ser reparadas por 
el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por 
el daño o menoscabo que han sufrido en sus derechos como consecuencia de 
violaciones a derechos humanos y por los daños que esas violaciones les 
causaron…". 

 
"Artículo 26. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, 
plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido 
como consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las 
violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de 
restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición". 

 
A este tenor los artículos 5 fracciones II y VIII, 7 y 8 párrafo primero de la Ley de Víctimas 
del Estado de Yucatán, vigente en la época de los hechos, disponen: 
 

"Artículo 5. Derechos de las víctimas. Las víctimas tienen, de manera enunciativa, 
más no limitativa, los siguientes derechos: (…), II. Recibir las medidas de ayuda 
inmediata, de asistencia, de atención y de reparación integral a que se refiere el 
artículo 7, en forma oportuna, rápida, gratuita y bajo un enfoque transversal de 
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género, intercultural y diferencial; (…), (…), (…), (…), (…), VIII. Ser reparadas 
integralmente, de manera efectiva, diferenciada y transformadora por el daño que 
han sufrido como consecuencia del delito o de las violaciones a los derechos 
humanos de que fueron objeto…".  
 
"Artículo 7. Medidas. Las medidas de reparación integral, que comprenden las de 
restitución, de rehabilitación, de compensación, de satisfacción y de no repetición 
establecidas en la Ley General de Víctimas…".  
 
"Artículo 8. Reparación integral. La reparación integral comprende las medidas 
de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no 
repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. 
Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima teniendo en 
cuenta la gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido o la gravedad y 
magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y 
características del hecho victimizante…" 

 
Si bien tales principios deben aplicarse en casos de violaciones a derechos humanos, los 
mismos pueden servir como guía para que las autoridades responsables pueden determinar 
la reparación del daño en los casos de naturaleza penal que conocen, sobre todo aquellos que 
versan sobre la protección de los bienes jurídicos imprescindibles, como la vida, la integridad 
y la seguridad personal, por señalar algunos. 
 
Una vez fijado el marco teórico y doctrinal de la reparación del daño, se procede a señalar, 
dadas las circunstancias específicas del presente caso, cuáles deben ser realizadas por la 
Autoridad responsable para lograr que la misma sea completa, integral y complementaria.  
 
En ese sentido, en virtud de que a la fecha de la elaboración de esta Recomendación no se 
advierte que se haya reparado el daño causado a la ciudadana A1, por la violación a sus 
derechos humanos por parte de los Servidores Públicos dependientes del H. Ayuntamiento 
de Chacsinkín, Yucatán, resulta más que evidente el deber ineludible del C. Presidente 
Municipal de dicha Localidad, proceder a la realización de las acciones necesarias para que 
se repare el daño de manera integral. Lo anterior, sustentado además en lo estatuido en el 
artículo 109, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
vigente en la época de los eventos. 
 
Por lo antes expuesto, se emite al C. Presidente Municipal de Chacsinkín, Yucatán, las 
siguientes: 
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RECOMENDACIONES 
 

PRIMERA: Como Garantía de Satisfacción, iniciar ante las instancias competentes, un 
procedimiento disciplinario y/o administrativo en contra de los policías terceros Noemí del 
Rosario Uluac Uluac, Edibaldo Agustín Canché Matú, así como del Subdirector de la 
Policía Municipal Roycer Francisco Chi Vázquez, por haber vulnerado en agravio de la 
ciudadana A1, sus Derechos Humanos a la Libertad Personal, en su modalidad de 
retención ilegal, a la Legalidad y a la Seguridad Jurídica, por un ejercicio indebido de la 
función pública. 
 
Lo anterior, tomando en consideración lo señalado en el capítulo de observaciones de esta 
recomendación, la cual, al igual que sus resultados, deberá ser agregada al expediente 
personal de dichos servidores públicos, con independencia de que continúen laborando o no 
para dicho Ayuntamiento.  
 
En atención a esa Garantía de Satisfacción, agilice el seguimiento y la determinación del 
procedimiento disciplinario y/o administrativo que sea sustanciado en contra de los Servidores 
Públicos infractores. Vigilar que en esos procedimientos se sigan con legalidad, diligencia, 
eficiencia e imparcialidad, y se determinen las correspondientes sanciones disciplinarias y/o 
administrativas de acuerdo a su nivel de responsabilidad. Asimismo, la instancia de control que 
tome conocimiento del asunto a que se viene haciendo referencia, en caso de advertir la 
existencia de una probable responsabilidad civil y/o penal por parte de los servidores públicos 
aludidos, deberá ejercer las acciones necesarias a fin de que sean iniciados los procedimientos 
respectivos, hasta sus legales consecuencias.  
 
SEGUNDA: Atendiendo a las Garantías de no Repetición, impartir cursos de capacitación a 
los servidores públicos que conforman el cuerpo de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, 
relativos a los siguientes temas: 
 
a) En relación a la identificación de las detenciones en la comisión de un delito flagrante y por 

faltas administrativas señaladas en los artículos 16 y 21 párrafo cuarto de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 146 y 147 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales. 

 
b) Identificar cuáles son los casos que pueden ser sometidos a consideración de los Órganos 

de Justicia Municipal y cuándo son exclusivamente competencia del Ministerio Público.  
 
TERCERO: Para garantizar la profesionalización permanente del personal a su cargo, 
someterlos a exámenes periódicos, a fin de tener la certeza sobre su plena preparación y 
conocimiento respecto de las atribuciones, obligaciones y prohibiciones que deben considerar 
en el desempeño de sus funciones, y en su caso, tomar las medidas necesarias para reforzar 
las áreas donde puedan presentarse deficiencias y evitar así incurrir en conductas violatorias 
a los derechos humanos. Todo lo anterior, en el entendido de que se deberá informar a este 
Organismo, de las acciones que se implementen para el cumplimiento de esta recomendación; 
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así como los resultados de las evaluaciones que se apliquen, en los cuales se advierta el 
impacto efectivo de la capacitación. 
 
Por lo anteriormente expuesto, se requiere al C. Presidente Municipal de Chacsinkín, 
Yucatán, que la respuesta sobre la aceptación de estas recomendaciones, sea informada 
a este organismo dentro del término de quince días hábiles siguientes a su notificación, e 
igualmente se le solicita que, en su caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de las 
mismas, se envíen a esta Comisión de Derechos Humanos, dentro de los quince días 
hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la 
aceptación de la misma, en la inteligencia que la falta de presentación de las pruebas, se 
considerará como la no aceptación de esta recomendación. 
 
Por otro lado, hágase del conocimiento de la presente Recomendación al C. Secretario de 
Seguridad Pública del Estado de Yucatán, para que de conformidad a los artículos 122 de 
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y 24 y 28 fracciones IX y XIII 
de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, dese vista al Centro Estatal de 
Información sobre Seguridad Pública y al Centro Estatal de Evaluación y Control de 
Confianza (C3), a efecto de que mantengan actualizados, respecto del primero, el Registro 
Nacional de Personal de Seguridad Pública y en cuanto el segundo, los expedientes y 
procedimientos administrativos de los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública. 
 
Asimismo, dese vista de la presente Recomendación a la Comisión Ejecutiva Estatal de 
Atención a Víctimas, a efecto de que la ciudadana A1, sean inscrita en el Registro Estatal de 
Atención a Víctimas, en consideración a su derecho contemplado en la fracción XI del artículo 
5 de la Ley de Víctimas del Estado de Yucatán, sin que dicha inscripción implique por parte 
de la autoridad responsable el incumplimiento a las recomendaciones emitidas por este 
Organismo Protector de Derechos Humanos. Para tal efecto, oriéntese a la agraviada, a fin 
de que acuda a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, para proporcionar los 
datos e información que se requieren para proceder a su inscripción. 
 
Por último, se instruye a la Visitaduría General dar continuidad al cumplimiento de las 
recomendaciones emitidas en esta resolución, en términos de lo establecido en la fracción IX 
del artículo 34 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, en 
vigor. 
 
Así lo resolvió y firma el Maestro en Derecho José Gustavo Arjona Canto, encargado de la 
Presidencia de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, en términos 
del párrafo segundo del artículo 17 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Yucatán, en vigor. Notifíquese. 
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